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AUMENTA PENALIZACIÓN DEL ABORTO








El aborto en el sentido jurídico - penal significa dar muerte al producto de la concepción, el bien jurídico protegido es la vida del embrión y el objeto material de protección es el embrión vivo, aún cuando éste presente anormalidades.





Los artículos 342 y siguientes del Código Penal tipifican y sancionan el delito de aborto. Estas disposiciones sancionan, por una parte, a la mujer que se cause un aborto o consienta en que otro se lo cause, y por otra parte, el tercero que ejecuta estas acciones en la persona de una mujer embarazada. En cuanto a la intervención de un tercero en estos hechos, la normativa vigente distingue según se trate de un tercero facultativo, esto es, de una persona cuyo oficio o profesión sea tratar esta clase de asuntos médicos, o de un tercero cualquiera.





Por otra parte, cuando el aborto es causado por un tercero (tanto facultativo como cualquiera), la penalidad de estas acciones varia según exista o no violencia en la persona de la mujer o consentimiento de parte de ella.





En cuanto a la penalidad del aborto, éste se sanciona con penas privativas de libertad, las que van de presidio menor en su grado medio (541 días a 3 años) a presidio mayor en su grado medio (10 años y un día a 15 años).





No obstante lo anterior, del análisis de las penas asignadas al delito que nos ocupa, se infiere que en un alto porcentaje, ellas no superan los cinco años de presidio. Así por ejemplo, cuando el aborto es causado por un tercero con consentimiento de la mujer, la pena va de 541 días a tres años de presidio, y cuando la misma acción es realizada por un facultativo, la sanción va de tres años y un día a cinco años de presidio.





Este hecho adquiere importancia si se analiza bajo la perspectiva de la procedencia de los denominados beneficios alternativos de las penas privativas o restrictivas de libertad. En efecto, la ley 18.216 dispone que estas penas pueden suspenderse por el tribunal que las impone si se concede la remisión condicional de la pena, la reclusión nocturna o la libertad vigilada. Estas medidas, en general, suponen que el condenado a una pena privativa de libertad no cumple con esta sanción al interior del establecimiento carcelario, sino que lo hace en libertad observando ciertas exigencias, como por ejemplo la de residir en un lugar determinado y la de presentarse con cierta periodicidad ante Gendarmería de Chile.





De lo anterior se desprende que la posibilidad real que el individuo que practica un aborto sea efectivamente privado de libertad, es relativa, ya que por la pena asignada a este delito un alto número de culpables cumplirá la pena en libertad.





Esta situación no se colige con lo que debiera ser un mecanismo eficaz que desincentive la comisión de este delito por la vía de sancionar severamente a quienes atenten contra la vida intrauterino y en consecuencia contra quien no tiene ninguna posibilidad de defenderse de estas acciones.





Por estas razones se propone aumentar la duración de las penas privativas de libertad, con el objeto que las personas que sean condenadas a ellas, efectivamente sean privadas de su libertad ambulatoria, de tal manera, que se puedan generar desincentivos para la proliferación de este tipo de conductas al aumentarse los costos que deban evaluarse al momento de tomar la decisión de ocurrir en ellas.





Específicamente se propone aumentar en un grado la pena asignada al tercero que causa un aborto ejerciendo violencia en la persona de la mujer embarazada, o cuando no la ejerza, obre sin el consentimiento de ella. Respecto del tercero que causa un aborto sin violencia, pero con el consentimiento de la mujer embarazada, se propone la misma pena en que incurre quien ejerce violencia, dado que la voluntad final que le asiste al hechor es independiente de los medios de que se valga para llevarla a cabo.





Consecuente con lo anterior y siguiendo con el esquema que para estos efectos presenta el Código Penal, cuando las acciones sean realizadas por un tercero facultativo, la pena se aumentará en un grado a partir de las que aquí se proponen.





En relación a la pena que le corresponde a la mujer que se causa un aborto o consiente en que otro se lo cause, la pena se aumenta en dos grados, sin perjuicio de la posibilidad de rebajarla, en atención a lo que se propone más adelante.





Por último, la penalidad asignada a la mujer que se causa un aborto para ocultar su deshonra, se mantiene en atención a las justificaciones y situaciones de hecho que la rodean.





Como se ha dicho anteriormente, las disposiciones vigentes no sólo sancionan a la mujer que se causa un aborto, sino también al tercero que se lo cause. Si se analizan las causas que llevan a estas personas a ejecutar estas acciones, ellas dicen relación con el fin de lucro que estos individuos persiguen.





En efecto, la existencia de una serie de clínicas clandestinas y de personas dedicadas a practicar abortos, previo pago de un precio por ello, no constituye sino una forma clara de acreditar este hecho.





Esta situación significa que para estas personas la realización de un aborto constituye la realización de un verdadero negocio. Como tal, debiera aplicarse a sus partícipes, además de una pena privativa de libertad, sanciones pecuniarias como una forma de desincentivar su desarrollo.





Con este objeto se propone sancionar a los terceros que participan en la comisión de un aborto con multas, las que se expresan en Unidades Tributarías Mensuales. El monto de ellas dependerá de las cualidades del hechor, esto es, si es un facultativo o un tercero cualquiera y de las circunstancias que rodeen al hecho, tales como la violencia que se ejerza en la persona de la mujer embarazada. En este contexto, los montos propuestos dicen relación directa con los criterios utilizados para la aplicación de las penas privativas de libertad antes referidas.





Además de lo anterior y como una forma de avanzar en la contribución de medidas tendientes a evitar la proliferación de verdaderos centros especializados en la comisión de abortos, se propone señalar de manera expresa que la comisión de abortos se sancionará, además, con la pena de comiso, la que se deberá hacer efectiva sobre todos los bienes muebles e inmuebles que se utilicen en la realización del hecho, los que a su vez, se destinarán al financiamiento de fundaciones de protección materno infantil.





Por último, teniendo presente que la disminución de la proliferación de este tipo de delitos, no sólo atraviesa por un aumento de la penalidad de sus autores, se propone establecer un sistema que incentivo la denuncia oportuna y efectiva de prácticas abortivas, especialmente de aquellas que se llevan a cabo por terceros por un mero afán de lucro.





Específicamente se propone el establecimiento de una circunstancia atenuante calificada para la mujer que siendo culpable en consentir en el que se cause un aborto, coopere eficazmente con la autoridad administrativa, policial o judicial, en diligencias que sirvan para determinar el cuerpo del delito o sus autores, cómplices y encubridores o para prevenir o impedir la perpetración o consumación de este delito. Esta circunstancia permitirá rebajar la pena hasta en tres grados. Así, si la mujer es condenada a diez años y un día de presidio mayor en su grado medio, esta sanción podrá rebajarse a 541 días de presidio menor en su grado medio.








P R O Y E C T O  D E  L E Y








1. Intercálese como párrafo tercero del Título VII del Libro II del Código Penal el párrafo primero del título VII del libro segundo del mismo cuerpo legal, pasando los actuales párrafos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno respectivamente, y los artículos 342, 343, 344, y 345 a ser artículos 394 A, 394 B, 394 C y 394 D nuevos respectivamente.





2. Sustitúyase el artículo 342 del Código Penal por el siguiente artículo 394 A nuevo:





Artículo 394 A : El que maliciosamente causare un aborto será castigado:





1. Con la pena de presidio mayor en su grado medio y multa de 300 Unidades Tributarías Mensuales, si ejerciera violencia en la persona de la mujer embarazada.





2. Con la pena de presidio mayor en su grado máximo y multa de 200 Unidades Tributarías Mensuales, si aunque no la ejerza, obrare sin el consentimiento de la mujer.





3. Con la pena de presidio mayor en su grado medio y multa de 300 Unidades Tributarías Mensuales, si la mujer consintiere.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21, al que cause un aborto se le aplicará además la pena de conciso, la que se hará efectiva sobre los bienes muebles e inmuebles utilizados para la comisión del delito y sobre los dineros que hubiere recibido para ello.





3.- Sustitúyase el artículo 344 del Código penal por el siguiente artículo 394 B nuevo:





Artículo 394 B: La mujer que causare su aborto o consintiera que otra persona se lo cause, será castigada con presidio mayor en su grado medio.





Si lo hiciese para ocultar su honra, incurrirá en la pena de presidio menor en su grado medio.





Las penas indicadas en los incisos anteriores se podrán rebajar hasta en tres grados, si la mujer, en cualquier tiempo antes de la dictación de la sentencia de término en el proceso que la afecta o pueda afectar, o aún previo a su inicio, coopera eficazmente con la autoridad administrativa, policial o judicial, en diligencias que sirvan para determinar el cuerpo del delito o sus autores, cómplices o encubridores, o para prevenir o impedir la perpetración o consumación de este delito.





4.- Sustitúyase el artículo 345 del Código Penal por el siguiente artículo 394 D nuevo:





Artículo 394 D: El facultativo que causare un aborto o coopere en él, incurrirá respectivamente en las penas señaladas en el artículo 394 A, aumentadas en un grado y con multa de 500 Unidades Tributarías Mensuales.





Sin perjuicio de lo dispuesto en él articulo 21, al facultativo se le aplicará además la pena de conciso, la que se hará efectiva sobre los bienes muebles e inmuebles utilizados para la comisión del delito y sobre los dineros que hubiere recibido para ello.
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